Poner el foco en las desigualdades  

Hacia una agenda política de la Sociedad Civil frente a la crisis global

Documento de la Mesa de Articulación de Asociaciones Nacionales y Redes de ONG de Latinoamérica y el Caribe

En noviembre de 2008, las asociaciones nacionales y redes de ONG de América Latina y el Caribe (ALC),  agrupadas en la Mesa de Articulación, sostuvimos que la crisis financiera que entonces comenzaba enfrentaría al mundo a importantes definiciones. Caracterizamos el contexto como un trance complejo, que no sólo involucraba dimensiones financieras, sino también económicas, energéticas, alimentarias y climáticas, que coincidían, confluían y se combinaban mutuamente. En consecuencia, advertimos que la coyuntura agravaría las desigualdades a nivel internacional y al interior de los países, y rechazamos las pretensiones de naturalizar estos efectos como un sacrificio necesario para recuperar el crecimiento y mantener las libertades. Postulamos que los gobiernos debían asumir rápidas y profundas decisiones, que apuntaran a cinco áreas cruciales: a la ampliación y radicalización de la democracia, a la garantía política y jurídica de los derechos económicos sociales y culturales, a un profundo rediseño del sistema financiero internacional, al establecimiento de medidas que aseguraran la justicia climática y ambiental, y a una reforma integral del sistema de la cooperación internacional. 

Han transcurrido dos años y comprobamos que la respuesta general a este diagnóstico ha sido extremadamente lenta y contradictoria. Las escasas decisiones adoptadas han sido inmediatistas y han apuntado exclusivamente a paliar las consecuencias más apremiantes de la inestabilidad del crédito y las monedas, pero postergando las definiciones de fondo. En la mayoría de los casos se está obligando a los ciudadanos a asumir los costos de una crisis que no han provocado y tras la cual verán reducidos sus estándares laborales y sociales. Mientras tanto, el sistema financiero internacional, causante de la crisis, permanece casi inalterado y la anunciada refundación del capitalismo se ha demostrado como un slogan vacío y desilucionante. Adicionalmente, y en consonancia con estas orientaciones, se ha ejecutado una drástica reducción de los montos de la cooperación internacional: solo a modo de ejemplo el gobierno de Espana ha disminuido  más de un 17% en los fondos destinados a cooperación en los presupuestos de 2011, lo que implicará unos 800 millones de euros. En el caso de Francia los montos para este año y los años siguientes se han congelado en torno al 0,47% del PIB, lo que significa dejar en letra muerta el compromiso publico de ese gobierno de alcanzar la meta del 0,7% en 2015, lo que representará en términos reales mil millones de euros menos en cooperación. Disminuciones similares se observan en los demás países de la OCDE. Las consecuencias de estas políticas se experimentarán dramáticamente en los países receptores y significarán una postergación indefinida en el logro de los objetivos de desarrollo del milenio. 

La crisis en ALC: la persistencia de la desigualdad 

América Latina y el Caribe vive la crisis global en condiciones particulares, propias de la región más desigual del mundo. Aunque la mayoría de los países han mantenido cifras de crecimiento económico producto de la demanda sostenida de materias primas, la crisis ha retrasado una serie de reformas institucionales que se han prometido reiteradamente y que deberían ser prioritarias a la hora de ampliar las libertades y opciones de vastos sectores de la población. 

Diez de nuestros quince países poseen los mayores niveles de desigualdad del planeta. Como ha constatado el PNUD, la desigualdad de ingreso en ALC medida por el coeficiente de Gini es 65% más alta que en los países de ingresos altos, 36% superior a la observada en los países de Asia oriental y 18% más alta que en el África Subsahariana. En algunos casos, como Bolivia, Haití y Brasil se constata un índice de Gini superior a 55%. Se trata de una desigualdad críticamente alta y persistente, que se perpetua de generación en generación debido a una estructura económica en la que hay una muy baja movilidad social.  Esta es una especificidad estructural, que constituye un obstáculo clave a la hora de evaluar las las decisiones políticas internacionales que afectan a la región.

Junto a factores globales, tales como la liberalización comercial desenfrenada, la criminalización de las migraciones, o la asimetrias de poder en las instituciones multilaterales,  identificamos una serie de mecanismos propios de nuestra cultura política que refuerzan la reproducción de la desigualdad, impactando en especial en las mujeres y la población indígena y afrodescendiente. Entre estos factores se debe destacar la baja estabilidad y credibilidad de las instituciones estatales, la discrecionalidad del ejercicio del poder público, la escasa deliberación política, el desigual acceso a las redes de influencia, y las fallas institucionales que derivan en prácticas de corrupción, clientelismo y captura del Estado. Estos factores imposibilitan a las políticas públicas contrarrestar las desigualdades, debido a que los actores políticos responden de manera sesgada y discriminatoria a las necesidades de quienes se han visto históricamente excluidos. 

El origen de esta desigualdad adquiere mayor claridad si se analizan factores como la renta laboral: se estima que el salario por hora en la región presenta niveles de desigualdad de 50,1%, según el índice de Gini. Pero junto a estos factores de renta, es necesario evidenciar las desigualdades territoriales, de género, de  origen étnico y racial, que terminan impactando en el acceso a los servicios básicos y de infraestructura, al empleo, y a los espacios de deliberación y decisión política. 

Junto a lo anterior cabe destacar que en los últimos años se han desarrollado extensamente, y con relativo éxito, una serie de políticas públicas que abordan aspectos específicos de la pobreza, por medio de los programas de transferencia de renta condicionada. Pero estas iniciativas no han logrado dar cuenta de la naturaleza compleja de la exclusión social y su relación sistémica con la desigualdad. Si bien durante el último decenio el gasto social per cápita aumentó en términos absolutos y como proporción del producto interno bruto (PIB) los intentos de establecer políticas que ataquen la desigualdad, fortaleciendo la capacidad redistributiva del Estado sobre la base de una estructura fiscal más progresiva y transparente, fracasaron de forma evidente. A juicio de la MESA el enfrentamiento de la desigualdad exige una agenda especifica de políticas públicas, que busquen ese objetivo en sí mismo.  Entre otras medidas se debe apuntar al establecimiento de una estructura fiscal y un modelo de gasto publico progresivo, que permita dar cobertura universal efectiva de los servicios públicos y de las redes de protección social. 

Esta constatación ha valorizado el rol que le cabe a la ciudadanía organizada en el proceso de visibilización de las desigualdades crónicas de nuestras sociedades. Hoy se reconoce ampliamente que a la Sociedad Civil le compete la denuncia de las asimetrías de poder, de las redes de influencias indebidas en la implementación de políticas públicas, en la recaudación y en asignación de los recursos del Estado. Cada vez se admite más claramente el papel crucial de la participación ciudadana en procesos de deliberación activa y comprometida, que tuerzan el sino de la desigualdad crónica de nuestro continente. Y sin embargo, los avances efectivos en estas materias todavía son fragmentarios y anecdóticos.  

Como MESA de Articulación consideramos altamente contradictorio que las crecientes constataciones retóricas respecto al papel de las organizaciones de la Sociededad Civil en el diseño, ejecución y evaluación de políticas públicas específicas a estas áreas, no se traduzca en la ampliación de las estructuras institucionales que hagan efectivo su aporte protagónico.  Cada vez con más fuerza las autoridades de la región asumen un discurso que argumenta que junto a la ampliación de las políticas sociales es importante que las personas  se sientan agentes de su propio desarrollo y participes de su bienestar. Sin embargo, se mantienen los obstáculos institucionales y los criterios subjetivos que restringen la autonomía de la sociedad civil y a sus aspiraciones de participación vinculante y definitoria en las materias que le son inherentes e inmediatas.

En definitiva, las alternativas que propusimos en nuestro posicionamiento de 2008 siguen vigentes, pero constatamos que la mayoría de los gobiernos han optado por políticas contrapuestas a nuestras opciones. Por esta razón nos dirigimos prioritariamente a otros actores de la sociedad civil global, agencias de desarrollo, organizaciones del campo sindical, asociativo, social y cultural,  en vista a articular una propuesta desde políticas comunes que postulen los siguientes objetivos mínimos frente a la crisis y sus consecuencias de desigualdad e inequidad:  

1.  Ampliemos y radicalicemos la democracia:

 -Fortaleciendo el rol institucional de los actores sociales en los procesos deliberativos. 

-Implementando mecanismos permanentes de control y transparencia de la gestión pública con participación directa de la sociedad civil.

-Profundizando los procesos de descentralización y regionalización.

-Reconociendo y valorando el rol de las redes y asociaciones representativas de la sociedad civil organizada.

-Garantizado la legitimidad de la movilización y protesta social.

-Ampliando la cobertura y calidad de los mecanismos de participación ya existentes.

2. Garanticemos política y jurídicamente los derechos económicos sociales y culturales.

-Protegiendo el derecho a sindicalización y a la expresión de inquietudes laborales.

-Rechazando los acuerdos comerciales que busquen romper los procesos de integración regional o que impliquen mercantilizar los bienes comunes de nuestros pueblos. 

-Elevando los “umbrales sociales” y universalizando el acceso a las politicas redistributivas del Estado.

-Revirtiendo las privatizaciones de los sistemas sociales y de las infraestructuras.

-Reconociendo el derecho a la libre circulación y los derechos de las personas migrantes.

-Implementando reformas fiscales que garanticen estructuras tributarias progresivas.

-Reduciendo las asimetrías de poder entre trabajadores y empresarios, entre PYMES y

grandes empresas, entre consumidores y productores, entre autoriadades públicas y ciudadanos . 

3. Construyamos un nuevo sistema financiero internacional

- Reformando profundamente las instituciones de Bretton Woods, colocándolas  bajo el control de una Organización de Naciones Unidas democratizadas y fortalecidas. 

- Desestimulando la especulación en el sistema financiero por medio de mecanismos tales como la Tasa a los capitales especulativos y estableciendo controles de capitales por medio de los bancos centrales.

- Fortaleciendo la banca pública y cooperativa.

- Proscribiendo los paraisos fiscales y los centros bancarios extraterritoriales.

- Ampliando la lucha contra la evasión, el fraude y el dumping fiscal.

- Fijando límites regulatorios al endeudamiento, tanto de los hogares como de los países. 

- Reformando los sistemas de gobierno de las empresas, valorizando el rol de los accionistas de largo plazo sobre los especuladores y reconociendo explicitamente el papel de los stakeholders en un modelo de empresa que de respuesta a la pluralidad de intereses legítimos que surgen en su desarrollo. 

4. Demandemos criterios de justicia climática y ambiental.

 -Garantizando el acceso al agua como bien social y derecho humano fundamental.

-Fortaleciendo la institucionalidad ambiental de los Estados sobre las actividades económicas y productivas en protección de las poblaciones originarias, del patrimonio ambiental, y de la diversidad biológica y cultural.

-Implementando fondos y mecanismos de cooperación para dotar a las comunidades más vulnerables de capacidades para la gestión del riesgo provocado por los fenómenos derivados del cambio climático.

-Implementando impuestos compensatorios por el aporte de los recursos naturales a la producción.

-Delimitando las responsabilidades ambientales a nivel global, regional y nacional sobre la base de criterios de justicia, en el plano institucional,  técnico, económico y jurídico.

5. Reformemos integralmente las políticas de cooperación internacional. 

 - Demandando que los países miembros del Comité de Asistencia para el Desarrollo cumplan su compromiso de de destinar el 0,7 por ciento de su PIB a cooperación al desarrollo.

- Exigiendo el fin de los condicionamientos políticos y económicos que incluyen las políticas de cooperación internacional.

- Asegurando que estos recursos sean nuevos, estables y previsibles en el largo plazo, y que no solo busquen cubrir necesidades urgentes, sino también a producir desarrollo humano y equidad social.

- Promoviendo la participación institucionalizada de la sociedad civil, en mecanismos de consulta, monitoreo y evaluación de los criterios, proyectos y programas de cooperación internacional, en especial en las deliberaciones del Comité de Asistencia para el Desarrollo.

Esta agenda, abierta a la discusión y al análisis de las organizaciones y redes que se sientan convocadas, puede jugar un rol crucial a la hora de construir una alternativa a la crisis global, basada en la participación crítica de la sociedad civil. De esa forma confrontaremos las asimetrías de poder y haremos que las desigualdades se sitúen en el centro de los debates internacionales que determinarán el curso de la crisis y sus consecuencias. 
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